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Concepto 5629
Según lo dispuesto en los artículos 242, numeral 2º, y 278, numeral 5º, de la Constitución, rindo concepto sobre la demanda instaurada por el ciudadano ANDRIOLI CUBIDES FONTECHA quien, en ejercicio de la acción pública establecida en los artículos 40, numeral 6º, y 242, numeral 1º, de la Carta Política, solicitó que se declarara la inconstitucionalidad del artículo 22 (parcial) de la Ley 1437 de 2011, “Por medio de la cual se expide el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”, cuyo texto es el siguiente (se subraya lo demandado):
“LEY 1437 DE 2011

(Enero 18)

Por la cual se expide el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.

[…]
TÍTULO II

DERECHO DE PETICIÓN

CAPÍTULO I

[…]
Artículo 22. Organización para el trámite interno y decisión de las peticiones. Las autoridades deberán reglamentar la tramitación interna de las peticiones que les corresponda resolver, y la manera de atender las quejas para garantizar el buen funcionamiento de los servicios a su cargo. 

Cuando más de diez (10) ciudadanos formulen peticiones de información análogas, la Administración podrá dar una única respuesta que publicará en un diario de amplia circulación, la pondrá en su página web y entregará copias de la misma a quienes las soliciten”.
1. Planteamiento de la demanda
El accionante considera que la expresión demandada vulnera los artículos 4 y 13 de la Carta Política, pues excluye de sus efectos a determinadas personas que no ostentan la calidad de ciudadanos, como es el caso de los extranjeros o de los menores de edad; lo que, además, considera que resulta contrario al principio de supremacía constitucional, dado que la misma Norma Superior establece, en su artículo 23, que “toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución”.  
2. Aclaración preliminar
El Jefe del Ministerio Público advierte que el artículo parcialmente demandado hace parte de un conjunto de disposiciones de la Ley 1437 de 2011, relativos al derecho de petición, que fueron declaradas inexequibles en la Sentencia C-818 de 2011 (M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub)
. Sin perjuicio de lo anterior, destaca que en el tercer resuelve de esa misma Sentencia la Sala Plena de la Corte Constitucional también resolvió que “[c]onforme a lo expuesto en la parte motiva de esta providencia, los efectos de la anterior declaración de INEXEQUIBILIDAD quedan diferidos hasta 31 de diciembre de 2014, a fin de que el Congreso, expida la Ley Estatutaria correspondiente”. 

Por lo tanto, se tiene que la norma parcialmente demandada ya ha sido declarada inexequible pero, al mismo tiempo, que actualmente continúa aplicándose y se seguirá aplicando hasta el 31 de diciembre del 2014. Situación jurídica, ésta última, que obliga a esta Jefatura a hacer algunas consideraciones con respecto a la figura de la inexequibilidad diferida, como una especie de modulación de los fallos de constitucionalidad, para efectos de establecer si la demanda presentada por el ciudadano CUBIDES FONTECHA es admisible y si sus pretensiones son procedentes o, por el contrario, si la Corte Constitucional simplemente debería estarse a lo resuelto en la Sentencia citada, en atención a que, sobre la norma demandada, ya se habría configurado una cosa juzgada constitucional. 
Para justificar que los efectos de la declaratoria de inexequibilidad de algunos de los artículos de la Ley 1437 de 2011 no fuesen inmediatos sino, por el contrario, diferidos, la Corte adujo que el hecho de que el Decreto 01 de 1984 (Código Contencioso Administrativo) fuese la única norma legal entonces vigente en donde se reglaba el derecho de petición y que este Decreto iba a dejar de regir a partir del 2 de julio de 2012 (por expresa disposición del artículo 308 de la Ley 1437 de 2011), hacían que la declaratoria de inexequibilidad de los artículos en donde se regula el derecho de petición en la Ley 1437 de 2011, decisión cuyo fundamento era esencialmente la reserva de la ley estatutaria que la Constitución estableció para la regulación de los derechos fundamentales, en caso de que tuviese efectos inmediatos, podría generar “graves riesgos frente al goce efectivo del derecho fundamental de petición […pues] no existir[ría] certeza por parte de los funcionarios públicos del trámite que debe imprimirse a las solicitudes presentadas por los ciudadanos. Además, [que] podría afectar la garantía de otros derechos fundamentales, por cuanto no puede olvidarse que el derecho de petición es una garantía instrumental que permite a los asociados reclamar o exigir la vigencia de otras prerrogativas constitucionales” (Sentencia C-818 de 2011, negrillas fuera del texto).

Así, en aquella ocasión la Sala Plena de esa Corporación sostuvo que “la declaratoria de inexequibilidad diferida garantiza que el Congreso discuta y aprueba una ley estatutaria del derecho de petición, en la que se actualicen los elementos estructurales de esta garantía constitucional, con base en las exigencias de la nueva Carta Política y de la jurisprudencia constitucional, respondiendo al espíritu del nuevo Código Contencioso”; y previendo que una declaratoria de inexequibilidad con efectos inmediatos pondría en “grave riesgo la vigencia de garantías constitucionales” y que era “muy probable que al 2 de julio de 2012, no se [hubiese] surtido y finalizado el trámite de la ley estatutaria del derecho de petición, que supl[iera] el vacío que produce la derogatoria del Decreto 1 de 1984 y la declaratoria de inexequibilidad de los artículos 13 a 33 de la ley acusada […] por cuanto: (i) ya [había] inici[ado] la presente legislatura, (ii) las mayorías calificadas que exigen la ley estatutaria y el hecho que la misma debe aprobarse en una legislatura, hacen más estricto el trámite y (iii) previa a la sanción de la ley, es necesario que se surta el control previo y automático por parte de la Corte Constitucional” (Ibídem, subrayas fuera del texto), resolvió diferir los efectos de su decisión. 
Lo anterior, en armonía con lo que ya había concluido esa Corporación en ocasiones anteriores (C-112 de 2000, M.P. Alejandro Martínez Caballero; C-221 de 1997, M.P. Alejandro Martínez Caballero; C-700 de 1999, M.P. José Gregorio Hernández Galindo; y C-141 de 2001, M.P. Alejandro Martínez Caballero), en donde se sostuvo que de forma excepcional se puede declarar la inexequibilidad diferida de las normas cuando su inexequibilidad inmediata “genera una situación constitucionalmente peor que incide con suma gravedad en la vigencia de principios o derechos constitucionales especialmente protegidos en la Carta”, para lo que basta constatar “la inminencia de dicho peligro”, como se recuerda en la misma Sentencia C-818 de 2011, aunque no sin antes precisar que “lo que se difieren son los efectos de la sentencia [y] no la vigencia ley”.
De otra parte, la posibilidad de establecer que los efectos de la inexequibilidad de una norma tengan efectos diferidos, ha suscitado también la posibilidad o, por lo menos, el interrogante, sobre si las normas cobijadas bajo esa decisión pueden o no demandarse nuevamente a través de la acción de inconstitucionalidad. Cuestión ésta que ya ha sido resuelta negativamente por la misma Corporación, entre otras, en el Auto 311 del de 2001 (M.P. Jaime Araujo Rentería), por medio del cual se reiteró, en súplica, la decisión adoptada por el entonces Magistrado Sustanciador de rechazar una demanda contra un artículo de la Ley 619 de 2000, la cual ya había sido declarada inexequible mediante la Sentencia C-737 de 2001 (M.P. Eduardo Montealegre Lynett); y en la Sentencia C-027 de 2012 (M.P. Juan Carlos Henao Pérez), por medio de la cual la Sala Plena resolvió estarse a lo resuelto en la Sentencia C-366 de 2011, en donde se declaró inexequible la Ley 1382 de 2010, aún sin perjuicio de que en aquella ocasión se aducían nuevos cargos de inconstitucionalidad. Dijo entonces la Corte Constitucional:

“La misma jurisprudencia ha sostenido que el diferimiento de los efectos del fallo de inconstitucionalidad no significa que la ley demandada no haya sido objeto de juzgamiento constitucional, ya que en el momento de resolver la constitucionalidad o inconstitucionalidad de la norma en un primer lugar se hizo el estudio de exequibilidad de la misma y se ponderó que en ese caso resulta menos lesivo para los derechos y principios constitucionales conservar por un tiempo determinado la vigencia de la norma para que el legislador reforme, modifique o llene el vacío correspondiente con una norma o legislación que se corresponda con la Constitución. Del mismo modo se ha dicho que cuando se produzca una nueva demanda sobre la misma norma, así sean por otros cargos, se debe conservar la vigencia de la norma o la legislación por el tiempo que dure el diferimiento” (subrayas fuera del texto). 

A partir de todas las consideraciones anteriores, por lo tanto, es claro que, prima facie, en el caso sub examine lo procedente sería que la Sala Plena se declarara inhibida para pronunciarse sobre la norma parcialmente demandada por carencia actual de objeto o, lo que es lo mismo, que resolviera estarse a lo resuelto en la Sentencia C-818 de 2011, en donde se declaró inexequible, entre otras, la norma parcialmente demandada, y esto incluso sin perjuicio de que esta última todavía se siga aplicando y que los cargos que ahora se han elevado contra ésta no sean los mismos por los cuales fue declarada su inexequibilidad. 
Esta Vista Fiscal, sin embargo, no puede compartir esta conclusión y, por el contrario, considera que, como de hecho se hizo por medio de Auto del 15 de julio del año en curso, la demanda sub examine en efecto debía ser admitida y, de igual forma, debe ser analizada por la Sala Plena en su integridad. 

Lo anterior pues, como en momento lo sostuvo el Magistrado Alfredo Beltrán Sierra en su salvamento de voto con relación a la Sentencia C-737 de 2001 (M.P. Eduardo Montealegre Lynett)
, para esta Jefatura es claro que “si una ley o parte de ella, o un decreto ley, o un decreto legislativo se encuentran contrarios a la Carta Política y, por lo mismo, así se declara por quien tiene a su cargo la guarda de la integridad y primacía de la Constitución (artículo 241 Constitución Política), riñe con la lógica jurídica que lo que es inconstitucional prolongue su existencia en el tiempo con posterioridad al fallo en el que así se declara por esta Corporación” (subrayas fuera del texto) y, en el mismo sentido, resulta “profundamente equivocado […] que[,] verificada por la Corte la trasgresión de la Constitución Política […] se diga sin embargo que esa ley continúa rigiendo” por determinado tiempo.
Así, para esta Vista Fiscal de ninguna forma es de recibo que se suspenda o exceptúe, hacía sea provisional o temporalmente
, la cláusula de supremacía constitucional (artículo 4° Superior) y, mucho menos, que esa suspensión o excepción la establezca la Corte Constitucional a quien, por el contrario, el constituyente le ha confiado “la guarda de la integridad y supremacía de la Constitución, en los estrictos y precisos términos” del artículo 241 Superior.
En este mismo sentido, esta Jefatura comparte la postura expuesta por el entonces Magistrado Jaime Araujo Rentería con respecto a la Sentencia C-737 de 2001 (M.P. Eduardo Montealegre Lynett), para quien “[r]esulta paradójico que una norma que el propio guardián de la Constitución, ha declarado inconstitucional, siga rigiendo en el mundo jurídico, cuando ya no existe duda de que es contraria a la Constitución. Al permitir que una ley, que se sabe inconstitucional, siga rigiendo se le coloca por encima de la Constitución y con ello se destruye el principio de supremacía de la Constitución, se acaba con el [E]stado de [D]erecho y se vulnera el artículo 4 de nuestra Carta Magna” (subrayas fuera del texto). 
Y quien, de igual forma, en otro momento del mismo salvamento también sostuvo que “[s]i la sentencia declara que una ley es contraria a la Constitución, no es lógico que una norma que ya se sabe que es inconstitucional siga produciendo efectos en el orden jurídico; lo lógico es que dejara de producirlos inmediatamente ya que precisamente el fallo ha constatado que se opone a la Constitución” y que, por lo tanto “[e]l único lapso de tiempo entre el cual se encuentra alguna justificación para que continúe rigiendo la norma declarada inexequible, es entre el momento en que se produce el fallo y la publicación de la sentencia” pues, sencillamente: 
“No existiendo norma expresa que faculte a la Corte Constitucional para establecer una excepción a la regla general (que es que la norma deja de regir inmediatamente se ha publicado la sentencia de inexequibilidad), la consecuencia es que la Corte carece de competencia para hacerlo. La Corte Constitucional por muy guardiana que sea de la Constitución no tiene poder constituyente y es un mero órgano constituído, que como tal se encuentra sometida al artículo 121 de la Constitución que establece muy claramente que ‘ninguna autoridad del Estado podrá ejercer funciones distintas de las que le atribuyen la Constitución y la Ley’” (subrayas y negrillas fuera del texto).
  
Por lo tanto, en un caso como el de los artículos relativos al derecho de petición que fueron indebida e inconstitucionalmente incorporados a la Ley 1437 de 2011, el Jefe del Ministerio Público considera: 

(i) Que la Corte Constitucional no podía proferir una sentencia de inexequibilidad con efectos diferidos aduciendo que el Legislador probablemente no alcanzaría a expedir una Ley Estatutaria sobre la materia y que la entrada en vigencia de aquel Estatuto, y la consecuente derogatoria del Decreto 01 de 1984, podría generar un vacío jurídico con relación al derecho de petición y, por tanto, afectar la garantía de este derecho. Esto pues, como en su momento lo señaló la Magistrada María Victoria Calle en su salvamento de voto con relación a la Sentencia C-818 de 2011: (a) estas son consideraciones fácticas, hipotéticas, coyunturales y contingentes que, en todo caso, no pueden llevarse al análisis constitucional (lo que también podría decirse con relación a otras razones semejantes que se han aducido para declarar la inexequibilidad diferida de otras disposiciones normativas en otras ocasiones) y porque, en todo caso, (b) al momento en que se profirió aquella Sentencia lo cierto es que el Decreto 01 de 1984 seguía vigente y, por tanto, la declaratoria de inexequibilidad de las normas relativas al derecho de petición de la Ley 1437 de 2011 de ninguna podía generar un vacío jurídico; y 

(ii) Que si la declaratoria de inexequibilidad de las normas relativas al derecho de petición contenidas en la Ley 1437 efectivamente pudiese suscitar un vacío jurídico, entonces lo que debió haber hecho la Corte Constitucional, en la citada Sentencia, era declarar inexequibles aquellas normas que contrariaban la cláusula de reserva de Ley Estatutaria establecida en el artículo 152 Superior y, al mismo tiempo, condicionar el artículo 309 de la Ley 1437 de 2011, relativo a la derogatoria del Decreto 01 de 1984, exceptuando de aquella derogación las normas allí contenidas sobre la misma materia (como también podría hacerlo en cualquier otro caso en que encuentre que una nueva norma que deroga determinado asunto es inconstitucional y que sobre ese mismo asunto no puede permitirse que exista un vacío normativo). 
En efecto, resulta más lógico, razonable y respetuoso del ordenamiento constitucional, mantener vigentes las normas que regulaban el derecho de petición contenidas en el Estatuto previo, proferido con anterioridad a la entrada en vigencia de la Constitución de 1991 y, por tanto, no afectadas por la violación a la cláusula de reserva de Ley Estatutaria en que se incurrió con la Ley 1437 de 2011, e incluso cuando algunas de éstas ya habían sido declaradas exequibles por la Corte Constitucional (Sentencias C-621 de 1997, M.P. Hernando Vergara Vergara), que mantener vigentes o aplicables aquellas que, precisamente, la misma Corte encontró que deberían declararse inexequibles por violar esa cláusula de reserva de Ley Estatutaria, es decir, por no haber sido proferidas de conformidad con las condiciones establecidas en la Constitución Política. 

De otra parte, aún si insistiese, por alguna razón, en la procedencia de diferir los efectos de la declaratoria de inexequibilidad de una norma jurídica, como en efecto se hizo en la Sentencia C-818 de 2011, para esta Jefatura en todo caso deben admitirse las demandas promovidas contra las normas cobijadas por este tipo de decisiones, mientras éstas se sigan aplicando, pues tal y como en su momento lo señaló el Magistrado (E) Rodrigo Uprimny Yepes en su aclaración de voto respecto del Auto 311 de 2001, ello “no excluye que el juez constitucional pueda y deba retirar inmediatamente del ordenamiento algunos artículos del mismo, si éstos violan materialmente la Carta y su anulación no causa traumatismos particulares” (subrayas fuera del texto). 

Lo anterior, pues en la misma Carta Política se establece, con absoluta claridad, y sin ninguna excepción, que “[e]n todo caso de incompatibilidad entre la Constitución y la ley u otra norma jurídica, se aplicarán las disposiciones constitucionales” (artículo 4 Superior, subrayas fuera del texto); se reconoce, como uno de los mecanismo para hacer efectivo el derecho de todo ciudadano para “participar en la conformación, ejercicio y control del poder político”, la facultad de “interponer acciones públicas en defensa de la Constitución y de la ley” (artículo 40, numeral 6°); y, como consecuencia de lo anterior, se asigna a la Corte Constitucional la competencia para “[d]ecidir sobre las demandas de inconstitucionalidad que presentan los ciudadanos contra las leyes, tanto por su contenido material como por vicios de procedimiento en su formación” (artículo 241, numeral 4° Superior), sin hacer allí ninguna mención con respecto a si esa Ley ya ha sido o no declarada inexequible. 
Y, de otra parte, por cuanto la decisión de declarar inexequible una norma, si bien hace tránsito a cosa juzgada constitucional e impide la reproducción del acto jurídico declarado inexequible por parte de cualquier autoridad (artículo 243 Superior), en forma alguna autoriza que se apliquen y se hagan incuestionables e incontrovertibles, en términos constitucionales, las normas o Leyes que ya han sido declaradas inexequibles pero que, paradójicamente, la Corte Constitucional ha decidido autorizar que se sigan aplicando.
En este sentido, esta Jefatura comparte también lo expuesto por los Magistrados Juan Carlos Henao Pérez, Jorge Iván Palacio Palacio y Luis Ernesto Vargas Silva en su Aclaración de Voto con respecto a la Sentencia C-027 de 2012 (M.P. Juan Carlos Henao Pérez), en el sentido de que 

“Resulta imperioso realizar un cambio de precedente en torno al tema de los efectos de cosa juzgada en las sentencia de inconstitucionalidad diferida ya que concurren razones ‘sustantivas y suficientes en tanto el arreglo jurisprudencial existente se muestra inaceptable’. Las decisiones que se profirieron anteriormente respecto al entendimiento de que las normas declaradas como inconstitucionales pero con efectos diferidos hacen tránsito a cosa juzgada constitucional de carácter absoluto, no tienen  en cuenta la diferencia que puede existir entre demandas de inconstitucionalidad por vicios de trámite y demandas de inconstitucionalidad por vulneración de aspectos sustantivos o materiales de la Constitución. Hay que recordar en el artículo 21 del Decreto 2067 de 1991, por medio del cual el ejecutivo reguló el régimen procedimental de los juicios y actuaciones que se surten ante la Corte Constitucional, se estableció que ‘las sentencias que profiera la Corte Constitucional tendrán el valor de cosa juzgada constitucional y son de obligatorio cumplimiento para todas las autoridades y los particulares. La declaratoria de constitucionalidad de una norma impugnada por vicios formales no obsta para que ésta sea demandada posteriormente por razones de fondo’” (subrayas y negrillas fuera del texto). 

El Procurador General de la Nación, por lo tanto, rechaza completamente la declaratoria de inexequibilidad de las normas con efectos diferidos, como una forma de modulación de los fallos que se profieren en ejercicio del control abstracto de constitucionalidad, en tanto considera que la misma no tiene ningún asidero constitucional y, por el contrario, se opone radicalmente a la integridad y supremacía de la Constitución. 

Pero, al mismo tiempo, y en caso de que se sigan profiriendo este tipo de decisiones, tampoco comparte y considera que la Sala Plena de la Corte Constitucional debe modificar su doctrina sobre el efecto de cosa juzgada absoluta de este tipo de decisiones, so pena de que se afecten gravemente la integridad y supremacía de la Constitución y de obligar a los ciudadanos, injusta y desproporcionadamente, a acatar y cumplir normas abiertamente inconstitucionales. 

Con relación a esto último, además, como en su momento también lo sugirió el entonces Magistrado (E) Rodrigo Uprimny en el salvamento de voto ya citado, para esta Jefatura efectivamente puede válidamente sostenerse que una Sentencia en la que se declara la inexequibilidad diferida de una norma por determinadas razones, implica que con relación a ésta última existe una cosa juzgada aparente y no absoluta, por lo que puede y debe permitirse que la misma sea juzgada nuevamente por razones distintas a la que llevaron a que fuera previamente declarada inexequible.
De otra parte, aunque se reconoce que lo anterior podría llevar a que una norma que ya ha sido declarada inexequible sea nuevamente declarada inexequible, esta Vista Fiscal considera que esto no implica problema alguno, en tanto que una y otra decisión tendrían fundamentos y efectos distintos (uno inmediato y el otro diferido). 

Y, en el mismo sentido, ni siquiera considera que sea problemático que una norma que ya ha sido declarada inexequible sea posteriormente declarada exequible, también por razones distintas, pues entiende que, aunque formalmente ello implique que existan dos decisiones contradictorias sobre una misma disposición normativa, esta posibilidad únicamente se distingue de la situación que se presenta cuando una norma es declarada exequible y, posteriormente, declarada inexequible (como comúnmente ocurre), en cuanto al orden en que se producen los dos pronunciamientos, pero en el fondo es igual: se está diciendo que una norma es exequible por algunas razones pero que no lo es por otras. Y esto es mucho más justo y sensato que decir que una norma es inconstitucional pero que, aún así, debe aplicarse, sin que puedan en forma alguna cuestionarse las razones por la que ello es así. 

Por razón de todo lo anterior, considerando que, en el caso específico, el artículo 22 de la Ley 1437 de 2011 ya fue declarado inexequible pero que, por razones ajenas a su contenido y, en todo caso, completamente distintas a aquellas por las que el ciudadano Cubides Fontecha ahora la demanda y, en segundo lugar, (i) que el artículo actualmente se encuentra vigente pues la Ley 1437 de 2011 ya entró en vigencia y, por tanto, el Decreto 01 de 1984 ya fue derogado; (ii) que aún no ha vencido el plazo otorgado por el cual la Corte Constitucional difirió los efectos de la declaratoria de inexequibilidad de los apartes normativos de la Ley 1437 de 2011 relativos al derecho fundamental de petición; y (iii) que aunque el Legislador ya aprobó un nuevo Proyecto de Ley Estatutaria sobre el derecho de petición que reemplace los artículos declarados inexequibles, de manera diferida, éste todavía no ha surtido el control constitucional previo requerido, por lo que aún no ha sido proferida una nueva Ley que regule la materia; esta Vista Fiscal reitera que comparte la decisión del entonces Magistrado Sustanciador de admitir la demanda y considera, así mismo, que la Sala Plena efectivamente debe entrar a considerar de fondo los reproches constitucionales que allí se formulan.     
3. Análisis constitucional

Como ya se anunciaba, el accionante considera que la expresión “ciudadanos”, contenida en el artículo 22 de la Ley 1437 de 2011, implica una exclusión y una discriminación que es contraria a la Constitución, al principio-derecho a la igualdad y al derecho de petición que la misma Norma Fundamental le atribuye a la persona humana, en la medida en que limita sus efectos a quienes ostenten la calidad de ciudadanos, omitiendo incluir a otras personas, como es el caso de los extranjeros o de los menores de edad. 

La demanda parte, por tanto, de una distinción conceptual que nuestro ordenamiento constitucional reconoce (aunque en ocasiones asimile o les conceda a ambos conceptos unos mismos efectos, v.g. artículo 95 Superior) y que esta Jefatura comparte plenamente, entre ciudadano y persona. 

Ciudadano es, sin duda, una categoría artificial, una ficción de origen meramente positivo, que se atribuye a determinadas personas en razón de situaciones y condiciones externas, como es el ser hijo de determinadas personas o haber nacido en determinado territorio, entre otras, y que sirve de título para el reconocimiento de determinados derechos (como es el caso de los derechos políticos, artículo 40 Superior), o de condición previa e indispensable para el ejercicio de otros (artículo 99 Superior), derechos que además pueden extenderse o hacerse “plenos” si se cumple con determinada condición como es alcanzar la mayoría de edad (artículo 98 Superior), o perderse en razón de determinada conducta que sea atribuible al sujeto y que se establezca en la Constitución o la Ley (Ibídem).

Persona es, en cambio, un hecho y un dato que se predica de la realidad ontológica que es un ser humano (Convención Americana de Derechos Humanos, Artículo 1°, numeral 2°, entre otros), el cual ostenta una dignidad, precisamente la dignidad humana, que le hace, por sí mismo, merecedor de una gran cantidad de derechos que le son inherentes (artículo 5° Superior) e inalienables (artículo 94 Superior), como es el caso de aquellos que le son reconocidos (que no otorgados) en la Constitución Política (Título II, Capítulo I) o en los los tratados internacionales de derechos humanos (artículo 93 Superior); como también de otros derechos de origen positivo que le son conferidos, en razón de esa condición, como es el caso del derecho de petición (artículo 23) que invoca el accionante en su demanda. 

En razón de lo anterior, negar o pretender derogar los derechos de la persona humana, tanto aquellos que le son propios e inajenables como aquellos que le son atribuidos en la Constitución o en la Ley, sin duda implica una vulneración de la Carta Política. 
Sin embargo, esto no significa que toda distinción normativa entre uno y otro concepto suponga una discriminación o configure una omisión legislativa relativa. Y en el caso sub examine, por ejemplo, se advierte que la norma demandada, aunque hablé de ciudadanos y no de personas, en forma alguna implica una discriminación. Por el contrario, la demanda de inconstitucionalidad presentada por el ciudadano Cubides Fontecha se fundamenta en razones equivocadas, impertinentes e insuficientes.

En efecto, basta con leer el artículo 13 de la misma Ley 1437 de 2011 (también declarado inexequible pero de manera diferente) para constatar que en ésta se reconoce expresamente el “derecho de presentar peticiones” a “toda persona”, lo que se adecúa perfectamente a lo dispuesto en el invocado artículo 23 Superior y lleva a descartar completamente cualquier discriminación o exclusión, como es el caso de aquellas que reprocha el accionante. 

En este sentido, y contrario a lo que equivocadamente supone el actor constitucional, para esta Vista Fiscal es claro que el artículo 22 demandado en forma alguna pretende establecer quién es el titular del derecho de petición (la persona, como inequívocamente lo establece el artículo 13 de la misma Ley 1437 de 2011), sino que simplemente se limita a facultar a la Administración para responder de manera conjunta las peticiones de información análogas que presenten más de diez ciudadanos. Y aunque podría reprocharse que no se otorgue esta misma facultad a la Administración con respecto a las peticiones de un conjunto de personas que no sean ciudadanos, pues esto podría ser más práctico o expedito, estas serían consideraciones de conveniencia que, en todo caso, resultan insuficientes e impertinentes para activar la jurisdicción constitucional y que en forma alguna equivalen a demostrar, o si quiera suscitar, una duda sobre la existencia de una omisión legislativa relativa que debiera entrar a solucionar el juez constitucional. 
3. Conclusión
Por razón de lo anterior, el Jefe del Ministerio Público solicita a la Corte Constitucional declararse INHIBIDA para pronunciarse sobre el artículo 22 de la Ley 1437 de 2011 por los cargos aducidos, en atención a la ineptitud sustancial de la demanda.

De los Señores Magistrados,

ALEJANDRO ORDOÑEZ MALDONADO

Procurador General de la Nación

GMR/ABG/ACuestasA.
� “SEGUNDO.- Declarar INEXEQUIBLES los artículos 13, 14, 15, 16, 17, 18, 19, 20, 21, 22, 23, 24, 25, 26, 27, 28, 29, 30, 31, 32 y 33 de la Ley 1437 de 2011 “Por la cual se expide el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”.





� Ver también: aclaración de voto del Magistrado de José Gregorio Hernández Galindo a la Sentencia C-700 de 1999 (Ponente de esa misma sentencia), salvamento de voto de los Magistrados Alfredo Beltrán Sierra y José Gregorio Hernández Galindo a la Sentencias C-112 de 2000 (M.P. Alejandro Martínez Caballero) y salvamento de voto del Magistrado Álvaro Tafur Galvis a la Sentencia C-737 de 2001 (M.P. Eduardo Montealgre Lynett).  


�Al respecto se destaca que incluso la misma Corte Constitucional ha declarado inexequibles Actos Legislativos o normas contenidas en Actos Legislativos, con fundamento en la teoría de la sustitución de la Constitución, aduciendo que los mismos implican una sustitución parcial y temporal de la Constitución, como sucedió en la Sentencia C-588 de 2009, M.P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo. Dijo entonces la Corte: “La sustitución temporal y parcial de la Constitución ha sido detectada con fundamento en el examen estricto que la Corte debe adelantar siempre que las modificaciones introducidas a la Constitución, so pretexto de reformarla, carezcan del carácter permanente propio de las constituciones, exceptúen supuestos normativos en ellas establecidos y afecten su índole escrita, mediante la producción de cambios tácitos que, sin reflejarse en los textos, incidan en ellos para restringir los derechos o las situaciones favorables a los asociados, establecidas por el Constituyente Primario, sobre todo en aspectos considerados axiales o definitorios de nuestro Estado Social de Derecho […] Cuando la suspensión, desde el principio, contraria a la Carta, esto es, se produzca sin que medie prescripción legal-constitucional alguna que prevea tal hipótesis, lo que derivaría en una suspensión inconstitucional de la Constitución, en esta hipótesis se infiere que la suspensión producida mediante reforma puede conducir a la sustitución de la Carta y que, por lo tanto, sustitución y suspensión son conceptos perfectamente conciliables” (subrayas y negrillas fuera del texto).
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